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CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA / JUEZ CIVIL DEL CIRCUITO – JUEZ DE FAMILIA / NULIDAD REGISTRO CIVIL DE NACIMIENTO / “El caso concreto se reduce a la solicitud de que se cancele el registro civil de nacimiento de Ana María Arango, identificado con el número serial 1/9751600 asentado en la Notaría Cuarta del Círculo de Cali, debido a unas falencias que lo hacen nulo. Tal petición, sin duda, afecta el estado civil de la interesada, lo que conduce indefectiblemente a que se vea conminada a una decisión judicial que no se reduce a una simple corrección, sustitución o adición de una partida de estado civil, como se sostiene, sino a uno de aquellos asuntos a los que aludía la parte final del numeral 2º del artículo 5º del Decreto 2272, en el listado de procesos de primera instancia. 

Como ello es así, dicha normativa refiere, precisamente, que de un asunto de tal carácter conoce, en primera instancia, el Juez de Familia, evento que, por demás, no alteró el Código General del Proceso, pues, en el numeral 2º de su artículo 22 atribuyó competencia a los Jueces de tal especialidad, para tal clase de controversias.”
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Decide la Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Segundo de Familia y Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, para conocer del proceso de nulidad de registro civil de nacimiento que adelanta Imelda Becerra Arango.
 
 
ANTECEDENTES
 
 
  



Imelda Becerra Arango, quien actúa por conducto de apoderado judicial, solicitó que mediante el trámite de un proceso de jurisdicción voluntaria, se autorizara la anulación o cancelación del registro civil de nacimiento “correspondiente a la persona que dice llamarse ANA MARIA ARANGO… inscrito el 4 de mayo de 1993 en la NOTARIA CUARTA de la ciudad de Cali, puesto que se trata de la misma persona que responde al nombre de IMELDA BECERRA ARANGO” y como consecuencia de ello, se oficiara al señor Registrador Nacional del Estado Civil con sede en Bogotá y al Notario Cuarto de la ciudad de Cali, para que cancelaran dicho documento con número de identificación 1/9751600; de la misma manera se informara a aquel funcionario y al Grupo de Novedades de la Dirección Nacional de Identificación que por doble registro se procedía en tal sentido y quedaba vigente el registro civil de nacimiento registrado en la Notaría Primera de  Buga (Valle) y, por tanto continuaría identificándose con la cédula de ciudadanía número 38.860.529  y se cancelaría la número 31.478.417. 
  



La demanda fue dirigida al Juzgado de Familia Reparto de esta ciudad. El Segundo de dicha especialidad, al que le correspondió, la admitió y dispuso su trámite bajo las reglas del procedimiento de jurisdicción voluntaria; ordenó pruebas de oficio, las que se cumplieron a cabalidad y una vez en estado de dictar sentencia,  decretó la nulidad de todo lo actuado, conservando la validez y eficacia de las pruebas recolectadas, al tenor de lo reglado en el artículo 140 -2º del Código de Procedimiento Civil, y ordenó la remisión del expediente al Juzgado Civil del Circuito -reparto- local, para que asumiera el conocimiento, porque lo pretendido no tiene asidero en la corrección, sustitución o adición de partidas del estado civil, que es lo que le atribuiría competencia, según lo prevenido por el numeral 18, del artículo 5º, del Decreto 2272 de 1989, sino en la anulación de un registro civil de nacimiento, así que por residualidad, en los términos del numeral 9º del artículo 16  del Código de Procedimiento Civil, la misma recae en un Juez Civil del Circuito.

  Una vez asignado al Juzgado Segundo de esa especialidad, se resistió a su conocimiento, porque el numeral 2º del artículo 5º del mismo decreto, establece que será el Juez de Familia el que conozca de asuntos referentes al estado civil de las personas, que es lo que ahora se solicita, según se desprende del Decreto 1260 de 1970. En consecuencia, generó el conflicto. 
CONSIDERACIONES
 
Siguiendo las reglas del Código General del Proceso, vigente desde el mes de enero del presente año, esta Sala Unitaria es competente para resolver sobre el conflicto, de plano, de acuerdo con lo que señalan los artículos 35 y 139, dado que el mismo se generó en el mes de febrero pasado.   
De entrada, se advierte que la razón en este caso está del lado del Juzgado Segundo Civil del Circuito, y por partida doble. 

En primer lugar, y eso sería suficiente para desatar el conflicto, porque el despliegue procesal que el Juzgado Segundo de Familia le impartió al asunto, dio al traste con ese conocido principio denominado perpetuatio jurisdictionis, que para mejor entendimiento, se traduce en la competencia perpetua, o en la prorrogabilidad de la competencia, esto es, que  asumida esta por un juez, no puede variar, salvo que se dé una de las específicas circunstancias que la ley contempla, particularmente en el artículo 21 del C. de P. Civil, vigente para cuando el funcionario se separó del conocimiento del proceso, ahora compendiadas en el 27 del nuevo estatuto procesal; lo cual se ratificó en el artículo 148 del C. de P. Civil, norma modificada por el Decreto 2282 de 1989, que es posterior al original artículo 13 del estatuto procesal civil, e incluso se desprende de los artículos 143 y 144 del mismo Código.
Y sucede que en este caso, el Juzgado Segundo de Familia aprehendió el conocimiento y le dio trámite a la demanda, incluso con recolección de pruebas que se estimaron conducentes para la resolución de fondo, por lo que en él se radicó la competencia que no podía variar, porque no se trataba de la intervención de un agente diplomático, ni de las circunstancias que permiten la alteración por razón de la cuantía. En últimas, entonces, a la altura en que se hallaba el proceso le estaba vedado al citado funcionario apartarse, sin más, del conocimiento del mismo. 

En segundo lugar, si lo anterior no fuera suficiente, de acuerdo con lo que enseña el artículo 1º del Decreto 1260 de 1970: “El estado civil de una persona es su situación jurídica en la familia y la sociedad, determinada su capacidad para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones, es indivisible, indisponible e imprescriptible, y su asignación corresponde a la ley”; asimismo, que “deriva de los hechos, actos y providencias que lo determinan y de la calificación legal de ellos”, reza el canon siguiente
  



A su vez, el artículo 89 del mismo estatuto, modificado por el artículo 2º del Decreto 999 de 1988, “Por el cual se señala la competencia para las correcciones del registro del estado civil, se autoriza el cambio de nombre ante notario público, y se dictan otras disposiciones”, establece con toda contundencia que las inscripciones autorizadas sobre el estado civil únicamente podrán ser modificadas en virtud de decisión judicial en firme o por voluntad del interesado, en forma legal; y el artículo 95 del Decreto 1260 establece que las mismas, en cuanto envuelven un cambio de estado, necesita entre otra, de decisión judicial en firme que así lo ordene; ello, atendiendo el carácter inalienable, imprescriptible e irrenunciable de ese estado.
  



El caso concreto se reduce a la solicitud de que se cancele el registro civil de nacimiento de Ana María Arango, identificado con el número serial 1/9751600 asentado en la Notaría Cuarta del Círculo de Cali, debido a unas falencias que lo hacen nulo. Tal petición, sin duda, afecta el estado civil de la interesada, lo que conduce indefectiblemente a que se vea conminada a una decisión judicial que no se reduce a una simple corrección, sustitución o adición de una partida de estado civil, como se sostiene, sino a uno de aquellos asuntos a los que aludía la parte final del numeral 2º del artículo 5º del Decreto 2272, en el listado de procesos de primera instancia. 

  



Como ello es así, dicha normativa refiere, precisamente, que de un asunto de tal carácter conoce, en primera instancia, el Juez de Familia, evento que, por demás, no alteró el Código General del Proceso, pues, en el numeral 2º de su artículo 22 atribuyó competencia a los Jueces de tal especialidad, para tal clase de controversias.
En consecuencia, se declarará que la competencia para seguir conociendo del presente proceso la tiene el Juzgado Segundo de Familia de Pereira y allí se remitirá el expediente, de lo cual se informará al otro despacho involucrado.

 

DECISIÓN
 
 
   



En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA que al Juzgado Segundo de Familia de esta localidad, le corresponde continuar con el trámite del presente proceso iniciado por Imelda Becerra Arango y, por ende, se dispone remitir allí el expediente. 
  



De esta decisión, infórmese al Juez Segundo Civil del Circuito local.
 
Notifíquese.
 
El Magistrado, 
 

                          

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO                    
 
	LA PROVIDENCIA ANTERIOR SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA

    15 de septiembre de 2016
JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA
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